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III. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.
I) NOVEDADES NORMATIVAS 
No se han encontrado nuevos textos legales o reglamentarios de nivel estatal, salvo la nueva Ley de contratos, que introduce criterios medioambientales en la adjudicación de contratos. En materia de regulación autonómica, destaca por su enfoque novedoso la Ley sobre cambio climático de Cataluña. 
1. ESTADO
- Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE, de 26 de febrero de 2014 (BOE Núm. 272, de 9 de noviembre de 2017).  
Desde la perspectiva ambiental, tiene interés mencionar la ampliación de los criterios cualitativos ambientales para la adjudicación de contratos contenida en el art. 145 de la nueva ley de contratos del sector público. 

Dicho artículo prevé que la adjudicación se base en criterios cuantitativos, pero también cualitativos, que pueden ser ambientales o sociales. Entre ellos, cita la reducción del nivel de emisión de gases de efecto invernadero, el empleo de medidas de ahorro y eficiencia energética, la utilización de energía procedente de fuentes renovables durante la ejecución del contrato y el mantenimiento o mejora de los recursos naturales que puedan verse afectados por la ejecución (art. 145.2.1º).

Por otro lado, señala que la aplicación de más de un criterio de adjudicación procede, entre otros, en el caso de contratos cuya ejecución pueda tener un impacto significativo en el medio ambiente. En estos casos, “se valorarán condiciones ambientales mensurables, tales como el menor impacto ambiental, el ahorro y el uso eficiente del agua y la energía y de los materiales, el coste ambiental del ciclo de vida, los procedimientos y métodos de producción ecológicos, la generación y gestión de residuos o el uso de materiales reciclados o reutilizados o de materiales ecológicos” (art. 145.3h). 

Se da importancia a estos criterios cualitativos en los contratos de servicios del Anexo IV así como en contratos que tengan por objeto prestaciones de carácter intelectual, donde los criterios cualitativos deberán representar al menos el 51% de la puntuación asignable en la valoración de las ofertas (art. 145.4). 

Por su parte, el art. 148 se pronuncia sobre la definición y cálculo del ciclo de vida de un producto obra o servicio, señalando que éste incluirá “los costes imputados a externalidades medioambientales vinculadas al producto, servicio u obra durante su ciclo de vida, a condición de que su valor monetario pueda determinarse y verificarse; estos costes podrán incluir el coste de las emisiones de gases de efecto invernadero y de otras emisiones contaminantes, así como otros costes de mitigación del cambio climático” (art. 148.2b). El método de cálculo ha de estar basado en criterios verificables objetivamente y no discriminatorios, ser accesible para todas las partes interesadas y la información debe poder ser facilitada con un esfuerzo razonable por parte de las empresas. (art. 148.3). 

2. Comunidades autónomas
B) Cataluña: 
- Ley 16/2017, de 1 de agosto, del cambio climático de Cataluña (DOGC Núm. 7426, de 3 de agosto de 2017).  
Esta Ley busca dotar a Cataluña de un marco legal trasversal sobre cambio climático, que afecta a diversos sectores como la agricultura, la ganadería, la pesca, el marisqueo, los recursos hídricos, la energía, la vivienda, el urbanismo, la movilidad, el turismo, la salud, los sectores industriales, las infraestructuras, la gestión forestal o la protección civil. Contiene también el objetivo de lograr una transición en el modelo energético con el objetivo de que las fuentes sean 100% renovables en 2050. 

En el Título I se regulan las finalidades de la norma: principalmente, reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y la vulnerabilidad a los impactos del cambio climático, favorecer la transición hacia una economía neutra en emisiones de gases de efecto invernadero, competitiva, innovadora y eficiente en el uso de recursos (art. 2), además de los principios de actuación (evaluación de impacto ambiental, cálculo objetivo, eficacia y eficiencia, art. 3).

El Capítulo I se dedica a la mitigación del cambio climático, e introduce la obligación de presentar por parte del Gobierno al Parlamento los objetivos de reducción de gases de efecto invernadero (en adelante GEI) y de los contaminantes del aire para los periodos de cumplimiento señalados por la Unión Europea, objetivos que deberán revisarse cada cinco años (art. 5). También se vincula al Gobierno a la aprobación de un Marco Estratégico de referencia de mitigación, revisable también cada cinco años, en el que se recojan los objetivos de emisiones de GEI y de los contaminantes del aire, así como una propuesta de las medidas necesarias para alcanzarlos y fijando indicadores de control anuales (art. 6). En el art. 7 se regulan los “Presupuestos de carbono”, como mecanismo de planificación y seguimiento para la integración de los objetivos de la Ley en políticas sectoriales, que incluirán la definición de la cantidad total de emisiones permitidas para el conjunto de Cataluña. El artículo 8 regula el Inventario de emisiones a la atmósfera y de sumideros de CO2 de Cataluña.

En el Capítulo II se regula la adaptación al cambio climático, previendo un Marco estratégico de referencia de adaptación (art. 10), a elaborar por el departamento de Medio Ambiente conjuntamente con los demás departamentos y con la participación de los actores implicados. El Marco deberá recoger la evaluación de los impactos, identificación de los sistemas naturales, territorios y sectores socioeconómicos más vulnerables, así como una propuesta de medidas de adaptación necesarias para reducir la vulnerabilidad. Además, el art. 11 obliga a que los instrumentos de planificación y programación de carácter sectorial, evalúen los impactos observados y previstos del cambio climático en su ámbito de planificación o programación y el art. 12 llama al Servicio Meteorológico de Cataluña a elaborar y revisar las proyecciones climáticas de Cataluña y a proporcionar periodicamente información al público. 

En el Capítulo III se prevén medidas de adaptación y mitigación en políticas en materia de agricultura y ganadería (art. 14), pesca y acuicultura (art. 15), agua (art. 16), biodiversidad (art. 17), bosques y gestión forestal (art. 18), energía (art. 19), Industria, servicios y comercio (art. 20), infraestructuras (art. 21), residuos (art. 22), salud (art. 23), transportes y movilidad (art. 24), turismo (art. 25), formación profesional, universidades e investigación (art. 26), y urbanismo y vivienda (art. 27). 

El Capítulo IV regula las obligaciones de la Administración en materia de cambio climático, detallando las tareas que corresponden al Gobierno y los departamentos de la Generalidad, como contar con un inventario de las emisiones de GEI, con una auditoría energética de los edificios públicos, o incluir en los procedimientos de contratación pública criterios de adjudicación relativos al uso eficiente de recursos y la minimización de las emisiones de GEI, entre otras (art. 29). Se regula también la Comisión Interdepartamental del Cambio Climático como órgano colegiado destinado a coordinar la planificación de las políticas climáticas y al seguimiento de las mismas (art. 30). También se regulan la Mesa Social del Cambio Climático, destinada a canalizar la participación, información y consulta a las entidades y organizaciones más representativas (art. 31), y el Comité de Expertos sobre el Cambio Climático, formado por 7 expertos elegidos por el Parlamento por un periodo de seis años, y con la competencia de presentar anualmente un informe sobre el grado de cumplimiento de los presupuestos de carbono (art. 32). 

En el art. 33 se fomenta la participación de la Administración Local en las políticas climáticas mediante mecanismos de colaboración y cooperación, buscando que los municipios integren en la planificación local medidas de mitigación y adaptación, y previendo que los planes municipales de lucha contra el cambio climático se financien con el Fondo Climático (creado en el Capítulo VI de esta Ley) si los municipios aplican políticas fiscales que incentiven las buenas prácticas. También se promueve la creación de oficinas municipales o comarcales de transición energética. 

En el Capítulo V se regula la fiscalidad ambiental, previendo que las administraciones públicas graven las actuaciones que hacen aumentar la vulnerabilidad o incrementan las emisiones de gases de efecto invernadero e incentiven fiscalmente las actuaciones que favorecen la adaptación al cambio climático o la reducción de emisiones de gases de efecto invernadero. Para ello, se reconfigura el impuesto sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica (arts 40 a 50) y se crean el impuesto sobre las actividades económicas que generan dióxido de carbono y el impuesto sobre las emisiones portuarias de grandes barcos (art, 39), si bien su regulación se pospone a la aprobación de leyes al respecto conforme a las disposiciones finales 11ª y 12ª de esta Ley. 

El Capítulo VI crea el Fondo Climático como fondo público destinado a financiar políticas y acciones de mitigación al cambio climático, y que se financiará con los ingresos tributarios procedentes de la participación en sistemas de comercio de emisiones de gases de efecto invernadero y otros (art. 51). También se regula el régimen de comercio de derechos de emisión (art. 52), la transferencia de conocimiento (art. 53), la participación pública en planes y programas y el acceso a la información ambiental (art. 54), la difusión del conocimiento y sensibilización (art. 55) y la evaluación de la huella de carbono de productos (art. 56). 

Finalmente, entre las disposiciones adicionales, destaca la primera, que detalla los objetivos de reducción de emisiones con horizontes para 2030, 2040 y 2050, y la quinta, que regula el Plan de ahorro y eficiecia energéticos en los edificios y equipamientos de la Generalidad, a elaborar cada cinco años, incluyendo un objetivo del 3% anual de renovación energética de los edificios públicos. 


C) Galicia: 
- Ley 4/2017, de 3 de octubre, de protección y bienestar de los animales de compañía en Galicia (DOG Núm. 194, de 11 de octubre de 2017).  
Esta Ley deroga y sustituye la Ley 1/1993, de 13 de abril, de protección de los animales domésticos y salvajes en cautividad, con objeto de mejorar y actualizar la anterior regulación dado lo constatable del maltrato a los animales y la concienciación y el rechazo de la ciudadanía frente estas situaciones. Interesa señalar que la Ley ahora derogada ya había sido modificada en 2014 para aumentar la cuantía de las sanciones por los maltratos. 

La presente norma se destina a “establecer las normas que garanticen la protección y bienestar, así como la posesión y tenencia responsable de los animales de compañía, incluidos los silvestres mantenidos en cautividad con fines distintos de los productivos” (art. 1), excluyendo animales de producción, équidos, toros, animales silvestres en el medio rural y animales empleados para la experimentación (art. 2), y tiene el fin de conseguir el máximo nivel de protección y bienestar para los mismos “en consonancia con su condición de seres vivos dotados de sensibilidad física y psíquica” (art. 3.1). Para ello, se atribuye competencias de responsabilidad superior en defensa y protección de los animales, además de a la Comunidad Autónoma, a los municipios (art. 6.1). 

El Título I regula las obligaciones de los propietarios de animales de compañía (art. 7), y las prohibiciones (art. 9), así como el registro de los núcleos zoológicos en el Registro Gallego de Núcleos Zoológicos (art. 10). El art. 12 regula la obligación de identificación, que se extiende a todos los perros en sus tres primeros meses de vida y a cualquier animal que sea catalogado como potencialmente peligroso (art. 12). la regulación de estos últimos se realiza en el art. 16 y ss, previéndose la necesidad de obtención de una licencia otorgada por el ayuntamiento y su inscripción en el registro municipal habilitado a tal efecto. 

Los Título II y III se dedican a la regulación de los animales domésticos y silvestres mantenidos en cautividad, potenciando la adopción de los animales abandonados y limitando la eutanasia animal a los supuestos contemplados en la norma (artículo 15). 

El Título IV regula las asociaciones de protección y defensa de los animales, que deberán inscribirse obligatoriamente en el Registro autonómico, y a las cuales se les reconoce la condición de interesadas en el procedimiento administrativo sancionador por infracciones de maltrato (art. 29). 

El Título V crea el Comité Consultivo para la Protección Animal, como órgano de consulta y asesoramiento en la materia, que se deja a desarrollo reglamentario. 

El Título VI prevé medidas de divulgación, educación y formación en amteria de protección animal, y el Título VII se dedica a la inspección, control y vigilancia, previendo el reparto de competencias entre la administración autonómica y la local. Los ayuntamientos están obligados a realizar los cometidos de inspección, control y vigilancia en su ámbito territorial, servicios que podrán ser objeto de una tasa fiscal (art. 34). 

Finalmente, el Título VIII regula el régimen de infracciones y sanciones, previendo multas de hasta 30.000 € por infracciones muy graves (art. 41), además de sanciones como el decomiso de animales (que también puede adoptarse como medida provisional previa al procedimiento sancionador, ex art. 44), o la prohibición de tenencia de éstos durante periodos de hasta 10 años (art. 42). 
D) Andalucía: 
- Ley 3/2017, de 2 de mayo, de regulación de los senderos de la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA Núm. 89, de 12 de mayo de 2017).  
Esta Ley regula los senderos de Andalucía tratando de conciliar todos los usos que pueden tener como espacio abierto, haciéndolos compatibles con el respecto al medio ambiente y la realización segura de los mismos. 

Se entiende por sendero “todo itinerario que transcurre en la mayor parte de su recorrido por el medio rural, recorriendo su patrimonio natural y cultural a través de caminos tradicionales, sendas, pistas forestales u otras vías dentro del territorio de Andalucía, y que está habilitado para la marcha y el excursionismo, fundamentalmente a pie, y a veces en bicicleta o caballería” (art. 2). 

Se distinguen a continuación los tres usos que los senderos pueden tener: medioambiental, deportivo o turístico. La Ley llama al desarrollo reglamentario de los usos de los senderos y al establecimiento de un procedimiento específico que contemple informes preceptivos de las consejerías competentes por razón de la materia, de manera subordinada a la protección de los valores medioambientales del territorio.
F) Cantabria: 
- Ley 5/2017, de 15 de mayo, de modificación de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria (BOC Núm. 99, de 24 de mayo de 2017).  
Esta Ley contiene una concreta modificación de la normativa urbanística cántabra con el fin de posibilitar el aprovechamiento minero del subsuelo. Para ello, se añade a la Ley 2/2001 de 25 de junio una Disposición adicional 11ª titulada “condiciones para la autorización de actividades mineras en el subsuelo del suelo rústico”. 

La Ley destaca la importancia del sector minero y lamenta la creciente protección del suelo rústico, donde la actividad minera ha llegado a estar prohibida en 2/3 del térritorio cántabro, tanto en suelo rústico de especial protección como en el ordinario, y sin distinguirse entre actividades que afectan al suelo (en superficie o a cielo abierto) y al subsuelo (minería subterránea). 

La presente Disposición adicional 11ª se introduce para que una norma con rango legal declare que territorial y urbanísticametne es viable la actividad minera en el subsuelo del suelo rústico y se autorice en determinadas condiciones, respetando la legislación ambiental y sectorial. 

G) La Rioja: 
- Ley 6/2017, de 8 de mayo, de Protección del Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma de La Rioja (BOLR Núm. 54, de 12 de mayo de 2017).  
Esta Ley establece el marco normativo para la protección, gestión, conservación, restauración y prevención del medio ambiente en la Comunidad Autónoma de La Rioja y, en particular, regula la evaluación ambiental estratégica y de impacto, la autorización ambiental integrada y la licencia ambiental, sustituyendo a la  Ley 5/2002, de 8 de octubre, de Protección del Medio Ambiente de La Rioja para adapatarse a la nueva normativa estatal básica (Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, y Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la contaminación). 

Como novedad, la Ley crea el Consejo Asesor de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma de La Rioja (art. 8), como órgano consultivo superior en materia de medio ambiente, que canaliza la participación pública colectiva y tiene como funciones principales las de asesorar e informar la toma de decisiones en materia ambiental, remitiendo su desarrollo a un reglamento posterior. 

La regulación se centra en la licencia ambiental y en la declaración responsable de apertura, ámbitos donde la Comunidad Autónoma cuenta con mayor competencia. A ese respecto, se suprime la licencia de apertura para todo tipo de actividades en aras de la simplificación administrativa (art. 3.d), si bien se mantienen competencias de control de adecuación de los usos y actividades a la sostenibilidad ambiental. 

La Ley regula en su Título II los planes ambientales (art. 25), los programas ambientales (art. 26) más específicos que los primeros, los sistemas de gestión y auditorías ambientales (arts. 28 a 32), los distintivos de calidad ambiental como la etiqueta ecológica (arts. 33 a 37) y los instrumentos económicos y de gestión (arts. 38 a 42), creándose un Fondo de Conservación Ambiental. 

El Título III recoge el régimen sancionador, que se extiende en particular sobre licencias ambientales y declaraciones responsables. 
J) Aragón: 
- Decreto Legislativo 1/2017, de 20 de junio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Montes de Aragón (BOA Núm. 124, de 30 de junio de 2017).  
Mediante esta norma se refunden las diversas modificaciones que ha sufrido la Ley de Montes Aragonesa desde el año 2006 en un único texto refundido, que pasa a tener una distinta numeración y titulación, derogándose así tanto la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón, como todas las normas que la modificaron. 
Las modificaciones más sustanciales desde este año habían sido 1) el Decreto-Ley 1/2010, de 27 de abril, de modificación de diversas leyes de la Comunidad Autónoma de Aragón para la transposición de la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior, por el que se sustituye en determinados procedimientos la figura de la autorización por la declaración responsable; 2) la Ley 3/2012, de 8 de marzo, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón, que añade la disposición adicional décimo tercera sobre la elaboración de planes de ordenación de los recursos forestales y otros instrumentos de gestión forestal; 3) la Ley 2/2014, de 23 de enero, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón que modifica el artículo 31, relativo a la pérdida de uso forestal por puesta en cultivo y la importante 4) Ley 3/2014, de 29 de mayo, por la cual se simplifican los trámites administrativos en diversos procedimientos, como los relativos a la circulación con vehículos a motor en montes catalogados y se introducen, entre otras, modificaciones relativas a las medidas de lucha contra los incendios forestales. 

Conforme a la nueva distribución de la Ley, el Título 1 regula el objeto, fines, principios generales y definiciones, incluyendo el art. 4 la función social de los montes como infraestructuras naturales básicas de la Comunidad Autónoma, con independencia de su titularidad. También regula la distribución competencial entre comunidad autónoma, comarcas y municipios (Capítulo II). 

En el Título II se regula la clasificación de los montes y se determina el régimen jurídico de los montes públicos (Capítulo II), privados (Capítulo III) y vecinales en mano común (Capítulo IV), así como la adquisición y pérdida de la condición de monte (Capítulo V) y en el Título III se regulan las potestades de investigación, deslinde y amojonamiento, recuperación, adquisición e inscripción. 

En el Título IV se desarrolla el Plan forestal de Aragón, que constituye el plan director de la política forestal de la Comunidad Autónoma (Capítulo I), que se desarrolla a través de los planes de ordenación de recursos forestales y los instrumentos de gestión forestal (Capítulo II). 

En el Título V se recoge el régimen de uso y aprovechamiento de los montes, regulando las concesiones y servidumbres (Capítulo II), los aprovechamientos forestales (Capítulo III) y las actividades y usos sociales (Capítulo IV). Y en el Título VI se establece el régimen de protección de los montes, consistente en políticas de control de erosión, corrección hidrológico-forestal y repoblación de los montes (Capítulo I), de prevención de plagas y enfermedades (Capítulo II) y de protección frente a incendios forestales (Capítulo III). El Título VII se dedica a las medidas de fomento de las actuaciones forestales, previendo ayudas técnicas y económicas (arts. 107 y ss). 

Finalmente, en el Título VIII se regula el régimen de infracciones y sanciones en materia forestal. 
L) Canarias: 
- Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias (BOCA Núm. 138, de 19 de julio de 2017).  
Esta Ley parte de la constatación de que las normas ambientales, territoriales y urbanísticas han contribuido decisivamente a la protección y a la ordenación del suelo, del territorio y del paisaje de las islas, pero también de que dichas normas han sido en ocasiones una limitación, dificultando un desarrollo racional y sostenible del territorio, tanto por su complejidad, como por su rigurosidad formal o las contradicciones entre ellas. Por ello, se persiguen con esta Ley tres criterios: simplificación, racionalización y actualización de las reglas aplicables, optando por una Ley única que refunde las Leyes de Ordenación del Territorio, Turismo, Espacios Naturales y deroga estas y varios Reglamentos, sin desplazar las leyes especiales y singulares vigentes al respecto, que continuarán siendo de aplicación preferente sobre sus ámbitos territoriales o sectoriales. 

La Ley mantiene la clásica distinción entre suelo rústico, suelo urbanizable y suelo urbano. La regulación del suelo urbano es idéntica a la anterior, pero en el caso del suelo urbanizable, éste se limita a aquellos terrenos que sean imprescindibles para satisfacer necesidades actuales. Se suprime la distinción entre urbanizable sectorizado y urbanizable no sectorizado, desapareciendo el informe previo del Cabildo para sectorizar suelos urbanizables y siendo ahora relevante si este suelo cuenta con ordenación pormenorizada, en cuyo caso será ordenado. En cuanto al suelo rústico, se crea la categoría diferenciada de suelo rústico de infraestructuras,  la conservación de los suelos forestales e hidráulicos se reconduce también a los suelos ambientales; y el suelo rústico de protección territorial pasa a convertirse en suelo rústico común, que opera como reserva de suelo en lugar de los suelos urbanizables no sectorizados. 

Por otro lado, se modifica la intervención administrativa sobre los usos del suelo: los ordinarios se someten a licencia municipal (en los casos tasados regulados por la Ley) o a comunicación previa, y en determinados supuestos pueden ejecutarse sin necesidad de título habilitante. Los usos de interés público y social en todo caso se someten a licencia municipal, si bien su otorgamiento se condiciona a la previa declaración de interés público y social de la iniciativa o proyecto. 

En cuanto al planeamiento, se delimita de forma más precisa el contenido de cada uno de los instrumentos de ordenación fundamentales; Las directrices se mantienen como instrumento de ordenación autonómico de recursos naturales y territorio, aunque sin rango de Ley. Los planes insulares de ordenación se dedican a la ordenación de los recursos naturales, a la zonificación de usos globales del territorio y la determinación y ordenación de infraestructuras de interés insular, eliminándose el contenido urbanístico y el facultativo de ordenación socio-económica. En general, el procedimiento de elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenación se diseña en paralelo con el procedimiento de evaluación ambiental estratégica. 

En relación con los aspectos ambientales, la Ley introduce un Título IV relativo a la Ordenación de los espacios naturales y de la Red Natura 2000, donde en lo fundamental se reiteran las normas y reglas hasta ahora vigentes, si bien se introduce el carácter imperativo y no potestativo de las actuaciones públicas en el ámbito de las áreas de influencia socio-económica en orden a la compensación de poblaciones y municipios afectados por los espacios naturales protegidos. Así, se  obliga al Gobierno de Canarias a aprobar y promover la realización de obras de infraestructura y equipamientos que contribuyan a la mejora de las condiciones de vida de los habitantes del área, y en cuanto a la concesión de compensaciones a los municipios o a las personas residentes en los mismos, esta se realizará anualmente y se orientará por criterios de máxima distribución del beneficio social a las poblaciones afectadas.(art. 185). 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
1. Planificación eléctrica, derechos de carbono.
- Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno), 91/2017, de 6 de julio (recurso 6642/2011). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de Canarias en relación con varios artículos de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de economía sostenible (en adelante, LES). El recurso versaba sobre la distribución de competencias entre CC.AA, EE.LL y Estado sorbe urbanismo y energía. Se impugnaban los arts. 4 a 7, 41.1, 80, 91 y 110.4. pero analizaremos únicamente aquellos que pueden tener relación con la materia ambiental. 

Así, en relación con el art. 80 LES, este regulaba la planificación energética vinculante atribuyéndola al Estado conforme al art. 149.1.13 y 25 CE, mientras que la Comunidad recurrente consideraba que esto representaba una extralimitación de lo básico. Admitía que el Estado está habilitado para llevar a cabo una actividad planificadora en el sector eléctrico, pero reprochaba al precepto el no contener alusiones a la singularidad de los sistemas energéticos insulares y extrapeninsulares, como señalaba la STC 18/2011. 

El TC examina esta anterior Sentencia y reitera la argumentación en ella contenida en relación con la Ley del Sector Eléctrico de 1997: recuerda que la planificación eléctrica solo tiene carácter vinculante en lo que respecta a la red de transporte y que ha de realizarse con la participación de las Comunidades Autónomas. Señala que el art. 79.6 de la Ley de Economía Sostenible ya tiene en cuenta la planificación desarrollada por las Comunidades y Ciudades Autónomas por la singularidad en los sistemas energéticos insulares y extrapeninsulares, y que además no cabe cuestionar las fórmulas de participación autonómica plasmadas en la legislación estatal. 

En segundo lugar, en relación con el art. 91 de la LES, este se refería a la constitución de un fondo para la compra de derechos de carbono, y fue impugnado por vulnerar las competencias autonómicas en materia medioambiental, en la medida en que la regulación del fondo, se decía, no puede aislarse de la competencia autonómica de autorización de las emisiones de gases de efecto invernadero, por lo que las CC.AA han de tener una participación en la titularidad y administración de dicho fondo. 

El TC constata que la tacha de inconstitucionalidad se refiere, no al contenido del precepto, sino a la falta de previsión de una participación autonómica en la titularidad y administración del fondo, por lo que no se está cuestionando la competencia estatal. Concluye que el precepto no excluye la participación autonómica, y que su ap. 8 remite a posterior desarrollo reglamentario la composición del órgano colegiado responsable de la administración del fondo. Así, de existir vulneración competencial, esta procedería del desarrollo reglamentario, y no de la previsión legal. Por tanto, la impugnación de este precepto ha de considerarse una “impugnación preventiva o hipotética”, vedada en la doctrina constitucional (STC 204/2011, de 15 de diciembre). 

Ello lleva al TC a desestimar todos los argumentos del recurso de incsontitucionalidad. 
2. Aguas.
- Sentencia del Tribunal Constitucional (Pleno), 116/2017, de 19 de octubre de 2017 (recurso 4682/2015). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno contra determinados artículos de la Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de aguas y ríos de Aragón. El motivo de la impugnación es la vulneración del art. 149.1.22 CE y del principio de gestión unitaria de las cuencas hidrográficas supracomunitarias, recogido en el art. 14.1 del Texto refundido de la Ley de aguas (RD Legislativo 1/2001, de 20 de julio). 

En primer lugar se impugnan determinados artículos por reconocer la competencia de la Comunidad Autónoma de Aragón para la gestión de la denominada reserva hídrica de 6.550 hm3, lo que según los demandantes fragmentaría la unidad de las cuencas. En segundo lugar, otro grupo de artículos se impugna por reconocer competencias autonómicas que afectan igualmetne a las cuencas supracomunitarias, si bien no inciden en la gestión de la mencionada reserva hídrica. 

El TC comienza por recordar el régimen constitucional de distribución de competencias sobre las aguas que discurran por más de una Comunidad Autónoma, según la cual “la competencia exclusiva reservada al Estado por el art. 149.1.22 CE responde a una concepción integral de la gestión del recurso como la que proporciona el criterio de la cuenca hidrográfica” (STC 227/1988, de 29 de noviembre). Así, “no le es dado al legislador estatal concretar las competencias del Estado en esta materia mediante una fragmentación de la gestión de las aguas intercomunitarias de cada curso fluvial y sus afluentes” (STC 30/2011, de 16 de marzo). 

Analiza a continuación las disposiciones del Estatuto de Autonomía de Aragón alegadas en justificación del articulado recurrido, señalando que deben ejercerse en consonancia con la competencia estatal; así, por ejempo, el derecho de los aragoneses a disponer de abastecimiento de agua (art. 19.1. EAAr) solo alcanzará al ejercicio de las potestades que correspondan a dichos poderes públicos autonómicos de acuerdo con la legislación estatal; la fijación de caudales ambientales apropiados (art. 19.2 EAAr) no menoscaba la competencia del Estado, pues se limita a una mera participación en la fijación del caudal. Asimismo, la competencia exclusiva en materia de aguas que discurran íntegramente por territorio aragonés (art. 72.1. EAAr) no permite suponer que podría proyectarse sobre aguas intercomunitarias.

Analizando los artículos impugnados, el primer bloque y más importante se refiere a la reserva hídrica de 6550 hm3, concebida como aprovechamiento hídrico reservado en exclusiva a la Comunidad Autónoma Aragonesa con el fin de desarrollar políticas autonómicas de gestión y uso del agua en su territorio para el uso exclusivo de los aragoneses. El TC señala, como en casos anteriores (STC 30/2011) que la autoridad normativa que dictó esta disposición (las Cortes de Aragón) carecía de habilitación constitucional al efecto, y que el principio de unidad de cuenca actúa como límite para el margen de configuración del que dispone el legislador, no solo autonómico, sino incluso estatal. Así, las previsiones relativas a la gestión de la reserva hídrica incurren en un exceso competencial contrariando los arts. 149.1.22 CE y 72 EAAr, y por lo tanto son inconstitucionales (FJ 4º). En cuanto al resto del articulado, asimismo el TC declara parte de él inconstitucional por vulnerar la misma competencia estatal (FJ 5º y ss). 
2. TRIBUNAL SUPREMO 
1. Bienestar animal.
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 11 de julio de 2017 (recurso 2652-2015). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Asociación Cabalar Monte Acibal de Amil y la Asociación Lobo, contra la Sentencia del TSJ de Galicia de 16 de abril de 2015, que desestimaba un recurso frente al Decreto 132/2012, de 14 de junio, de la Consejería de Medio Rural y del Mar, por el que se establecen las normas de identificación y ordenación zoosanitaria de los animales equinos en Galicia. 

La norma cuestionada establecía un régimen jurídico de normas de identificación y ordenación zoosanitaria de los animales equinos en Galicia, e introducía la novedad de considerar a los caballos pertenecientes a explotaciones en régimen de libertad como ganado, eliminando su condición de fauna silvestre, entendida esta como un bien natural de dominio público, y sometiéndolos por tanto al cumplimiento de un régimen de obligaciones (identificación de los équidos mediante microchip y de sus movimientos y cambios de propiedad, indemnización por los daños que puedan ocasionar, regulación de las condiciones sanitarias y de bienestar animal, etc). 

Los recurrentes consideran que al confirmar dicha norma, la Sentencia de instancia no aplicaba lo dispuesto en el art. 465 del Código Civil, conforme al cual “los animales fieros solo se poseen mientras se hallan en nuestro poder; los domesticados o amansados se asimilan a los mansos o domésticos si conservan la costumbre de volver a la casa del poseedor”. Dicen que este estado de posesión solo podría predicarse del peridodo de celebración de los tradicionales “curros”, que tienen lugar uno o dos días al año, tras lo cual los caballos salvajes (garranos) recuperan su libertad y vuelven a su medio natural en el monte. 

El TS considera que el Decreto impugnado no vulnera el art. 465 CC, ya que no regula la posesión de los animales salvajes, sino las obligaciones administrativas que incumben a quienes sean titulares de explotaciones de equinos, incluidos los que están en régimen de libertad. Señala también que “el régimen civil de propiedad y posesión de los animales no es incompatible con el ejercicio de las potestades administrativas de tutela del interés público en materia de sanidad animal, y la prevención de los eventuales riesgos que para terceros puedan originar los animales que deambulen en libertad, así como la obligación de contar con un seguro que cubra las responsabilidad en que se pudiera incurrir”. 

Finaliza señalando que, pese a que las obligaciones por la norma puedan suponer el abandono de este tipo de explotación con animales libres, ello es una cuestión de política legislativa, que no atañe juzgar a los Tribunales, que se ocupan del mero control de legalidad (FJ 3º). 

Así, el TS desestima el recurso de casación confirmando por tanto la vigencia del Decreto impugnado, imponiendo las costas a las asociaciones recurrentes por valor de 2.000€. 
2.  Montes: 
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 2ª), de 13 de julio de 2017 (recurso 1619-2016). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Junta de Andalucía contra la STSJ de Andalucía (sede en Sevilla), por la que se desestimaba un anterior recurso contra la Ordenanza Municipal Reguladora del uso Público y Aprovechamientos Forestales del Ayuntamiento de Aznalcazar, de 17 de enero de 2014. 

La citada Ordenanza establecía entre otras cosas una autorización y una fianza de 3.000 € a las Hermandades del Rocío que pernoctan en el terreno, y un canon de 25 euros por vehículo que acompañase a cada Hermandad, además de un canon para la recogida de setas, justificándose en el impacto ambiental de esta actividad sobre el espacio “los Pinares de Aznalcázar”, que forma parte del LIC Doñana norte y oeste. 

La Junta reprocha a la Ordenanza inexistencia previa de memoria económico-financiera al trámite de aprobación inicial, indicando que la que figuraba en el expediente se había realizado ad hoc con posterioridad a su aprobación, dado que no figuraba fecha en la misma. El TS no entra a juzgar este aspecto al considerarlo una cuestión fáctica que el TSJ ya resolvió en su valoración de la prueba considerando que la memoria había sido realizada en el momento adecuado y que la falta de fecha podía ser un error (FJ 2º). 

En segundo lugar, se alegaba falta de correspondencia entre el hecho imponible de la tasa y la fórmula de cuantificación de la cuota tributaria, lo cual infringiría los arts. 24 y 25 del texto refundido de la Ley de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, al no estar basada su cuantía en un infrome económico-técnico. El TS entiende, sin embargo, que sí existía el Informe económico en el expediente de aprobación de la Ordenanza, por lo que se cumplía con la Ley de las Haciendas Locales (FJ 4º y 5º). 

Por ello, el TS desestima el recurso de casación, imponiendo las costas a la Comunidad Autónoma recurrente por valor de 8.000 €. 
3.  Evaluación de Impacto Ambiental: 
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 18 de julio de 2017 (recurso 2324-2016). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la Asociación de vecinos de Morata de Tajuña y Ecologistas en Acción de Madrid-AEDENAT contra la Sentencia del TSJ de Madrid de 2 de junio de 2016, que desestimaba un anterior recurso de los mismos recurrentes contra órdenes 2613 y 2615 de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio de 25 de septiembre, que confirmaban la modificación sustancial de la Autorización Ambiental Integrada y la Declaración de Impacto Ambiental para la instalación de Fabricación de Cementos Portland Valderribas S.A. en Morata de Tajuña. 

La Sentencia de instancia confirmaba la posibilidad de sustanciar en una misma resolución administrativa simultáneamente la Declaración de Impacto Ambiental y la Autorización Ambiental Integrada de un proyecto. 

El Tribunal Supremo, sin embargo, recuerda su doctrina (STC de 9 de julio de 2015) conforme a la cual “el trámite de evaluación ambiental ha de realizarse con carácter previo al otorgamiento de la correspondiente autorización ambiental”, recordando que “solo así la administración actuante está en grado de tomar en consideración y ponderar los valores ambientales presentes antes de adoptar la correspondiente resolución”. Señala también que “de otro modo, la declaración de impacto ambiental se convierte en el auténtico acto decisor del procedimiento, que tampoco es lo pretendido por la normativa aplicable; y que, por el contrario, reclama, antes bien, la prosecución del procedimiento tras la declaración” (FJ 4º). 

Por ello, el TS casa la Sentencia de instancia y anula las órdenes de la Consejería de Medio Ambiente madrileña, sin hacer condena en costas. 
4.  Minería: 
- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 28 de septiembre de 2017 (recurso 229-2016). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por ROCALIZA LEÓN S.L frente a la Sentencia del TSJ de Castilla y León (sede Valladolid) de 17 de diciembre de 2015, por la que se desestimaba un recurso contencioso contra la Orden de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente de la Junta de Castilla y León de 27 de septiembre de 2013, que había confirmado un recurso de alzada contra la autorización del uso excepcional en suelo rústico para el desarrollo de actividad minera subterránea en Casares de Arbás (Villamanín). 

La Sentencia de instancia había anulado el proyecto por resultar incompatible con la normativa autonómica y estatal, que consideran usos prohibidos para el suelo rústico con protección natural las actividades extractivas, que incluyen actividades mineras a cielo abierto y bajo tierra (FJ 2º). 

La recurrente trata de defender la idoneidad del suelo para la actividad minera de diferentes formas. Considera en primer lugar que la sentencia de instancia hubo de hacer apreciación de cosa juzgada, pues el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de León ya había confirmado la licencia ambiental de dicha actividad. En cambio, el TS considera que el objeto del presente recurso es distinto, pues versa sobre la autorización de uso excepcional de suelo, por lo que no puede apreciarse cosa juzgada (FJ 4º). 

En segundo lugar, la recurrente alega una valoración incorrecta de los informes urbanísticos de la Diputación de León de abril de 2011 y de julio de 2012, por cuanto estos concluían en realidad sobre la idoneidad del suelo para la actividad extractiva. El TS confirma que la Sentencia de instancia tuvo en cuenta dichos informes pero que de ellos no se podía deducir la legalidad del proyecto, pues en uno de ellos se contemplaba una clasificación del suelo que no se correspondía con la que resultaba del planeamiento aplicable. Además, señala el TS, “serán en todo caso las licencias ambiental y urbanística las que habrán de sujetarse a lo dispuesto por la autorización o denegación del uso excepcional en suelo rústico, y no al contrario” (FJ 6º). 

Finalmente, la recurrente alega infracción del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, sobre la utilización racional de los recursos naturales en suelo rural. El TS señala que la verdadera normativa tenida en cuenta por la Sala de instancia fue la autonómica, y resalta que la invocación de dicho motivo se debe a que conforme al art. 86.4 de la LJCA, las sentencias dictadas por los TSJ solo serán recurribles en casación si el recurso pretende fundarse en la infracción de normas de Derecho estatal o comunitario europeo que sean relevantes y determinantes del fallo recurrido. Así, dice, “no cabe eludir dicho obstáculo procesal encubriendo la denuncia de la indebida interpretación y aplicación de normas autonómicas bajo una cita artificiosa y meramente instrumental de normas de derecho estatal” (FJ 8º). 
3. AUDIENCIA NACIONAL: 
1. Inundaciones.
- Sentencia de la Audiencia Nacional 255/2017 (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 12 de mayo de 2017  (recurso 662-2015). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo frente a la Resolución de 27 de octubre de 2014 del Secretario General Técnico del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, por la que se desestima la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada a la Confederación Hidrográfica del Ebro. 

El recurrente alega que los daños producidos en su parcela sita en Quinto (Zaragoza) de 3,88 ha dedicada al cultivo de olivos, fueron consecuencia de una avenida ordinaria del río Ebro en enero de 2013, e imputa a la Confederación Hidrográfica del Ebro una absoluta dejadez e inactividad en el mantenimiento adecuado de los terrenos de su dominio y del estado del cauce del río Ebro, no habiéndolo dragado de sedimentos. Estima los daños en 208.609 €. La Abogacía del Estado niega la relación de causalidad entre los daños producidos y el funcionamiento de los servicios públicos y considera el evento de fuerza mayor (FJ 1º). 

La Audiencia Nacional comienza por resumir la jurisprudencia en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, reconociendo el derecho de los particulares a ser indemnizados de toda lesión sufrida en sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión fuera consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos (FJ 2º), y hace especial mención a la importancia del establecimiento de la relación de causalidad entre hecho y perjuicio, lo que permite modular el carácter objetivo de la responsabilidad administrativa, señalando que debe seguirse la teoría de la causalidad adecuada o eficiente, y que la relación de causalidad no opera del mismo modo en el caso de un comportamiento activo que de uno omisivo (FJ 3º). 

A continuación se pronuncia sobre las obligaciones de los organismos de cuenca de realizar las actuaciones tendentes al mantenimiento y conservación de los cauces que constituyen parte del dominio público hidráulico, destacando que éstas deben dragar el cauce del río para que éste tenga capacidad de desagüe, y que el hecho de que una finca se halle incluida, como era el caso, en la Cartografía de Zonas Inundables, no conlleva "per se" un riesgo tal de inundación de ese terreno por circunstancias naturales que determine el deber jurídico de su propietario de soportar cualesquiera daños causados por el desbordamiento de los cauces, sean cuales fueran las circunstancias concurrentes y las concretas causas del desbordamiento, en particular, las relacionadas con el estado de conservación del cauce y su eventual colmatación (FJ 4º). 

A continuación, la Audiencia Nacional pasa a examinar los informes periciales aportados por el demandante, de varios ingenieros técnicos, todos los cuales calificaban la avenida del río como ordinaria, y por lo tanto, no susceptible de ser encuadrada en los casos de fuerza mayor, dado que la avenida no superó el caudal de 2.000 m3 por segundo, que es el que la propia Confederación Hidrográfica del Ebro considera como límite de las avenidas ordinarias. Asimismo, certifica la Audiencia que no se realizó retirada suficiente de sedimentos en el periodo anterior a la inundación. Por todo ello, declara nula la Resolución impugnada y estima la existencia de responsabilidad patrimonial imponiéndola a la Confederación Hidrográfica del Ebro por cuantía de 208.609 €. 
2. Evaluación de Impacto Ambiental.
- Sentencia de la Audiencia Nacional 255/2017 (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 7 de julio de 2017  (recurso 252/251-2012). 
En estas Sentencias se resuelven dos recursos de la Sociedad Española de Ornitología, la Confederación Ecologistas en Acción-Coda, Greenpeace España, la Asociación para la Defensa de la Naturaleza ADENA/WWF España y la Asociación Amigos de la Tierra contra la Resolución de 14 de febrero de 2012 de la Dirección General del Agua, de aprobación del expediente de información pública y del Anteproyecto y Adenda del embalse de Biscarrués en el río Gállego (Huesca) y contra la Resolución de 8 de julio de 2011 de la Secretaría de Estado de Cambio Climático, por la que se formula declaración de impacto ambiental del proyecto del citado embalse, declarado de interés general por el Anexo II de la Ley 10/2001 del Plan Hidrológico Nacional. 

Los recurrentes alegaban incumplimiento de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de las políticas de aguas, así como  infracción del art. 92.a) del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas, al no impedir el deterioro del estado de las masas de agua afectadas por el proyectado embalse. También aducían que la declaración de interés general del embalse no se tradujo en la superación o subsanación de los requisitos exigidos por la ley e incumplidos por el anteproyecto. 

La Audiencia comienza por certificar la posibilidad de impugnar la Declaración de Impacto ambiental, en la medida en que esto se hace al mismo tiempo que se cuestiona el Anteproyecto y la Adenda, documentos que por su contenido concreto (determinaciones sobre la elaboración del proyecto y la ejecución de las obras, licitación de las obras y clasificación de los licitadores), considera impugnable. 

Examina a continuación la normativa impugnada, y en concreto el art. 4 de la Directiva 2000/60/CE, así como la STJUE de 1 de julio de 2015, asunto C-461/2013, que interpretó dicho artículo en el sentido de que éste impone obligaciones a los Estados de prevenir el deterioro de las masas de agua y de contribuir a la mejora de estas masas, obligaciones que no se limitan a los Planes Hidrológicos sino que se extienden sobre los proyectos concretos, “ya que es imposible concebir de manera separada un proyecto y la aplicación de los planes hidrológicos”. 

Acto seguido examina el contenido de la Declaración de Impacto Ambiental, deteniéndose en el informe del Centro de Estudios y Experimentación de Obras Públicas (CEDEX), que valoró negativamente las medidas adoptadas para asegurar el cumplimiento de los objetivos medioambientales y destacó las consecuencias negativas que conllevaría la alteración del régimen de caudales. También destaca la Audiencia las repercusiones que la construcción del embalse tendría sobre las masas de agua descritas en los Planes Hidrológicos aprobados con posterioridad a la DIA y al Anteproyecto, como el aprobado por RD 129/2014, de 28 de febrero y el del RD 1/2016, de 8 de enero, y las consecuencias negativas que la alteración de caudales tendría para el LIC Bajo Gállegom conduciendo a una pérdida de naturalidad. Concluye que “tanto la DIA como los Planes Hidrológicos posteriores de 2014 y 2016, señalan que el proyecto de Biscarrués modificará la hidromorfología de la masa de agua, ya que la transforma en un embalse. En efecto, nos encontramos ante una presa de 45 metros de altura, lo que rompe la continuidad del río, afectando a su ecología. Y el embalse de 14 Km de longitud, aunque se señale que la mayoría del tiempo sea solo de 5,7 km, cambiará significativamente la ecología del río que pasaría de ser un sistema de agua corriente a ser un depósito”, y llega a la conclusión de que la DIA no contiene todos los estudios y evaluaciones que hubieran sido necesarios para evaluar el deterioro del estado de las masas de agua superficiales afectadas por el Anteproyecto, y no contenía medidas correctoras o compensatorias suficientes. Al contrario, como dice, “la DIA y el Anteproyecto recurrido se vienen a basar en la declaración de interés general, del Real Decreto-Ley 3/1992, de 22 de mayo, y confirmada por las Leyes 10/2001, de 5 de julio, y 11/2005, de 22 de junio, pero dicha equiparación de declaración de interés general con el interés público superior que demanda la Directiva 2000/60/CE, no es correcta. Hubiese sido necesario llevar a cabo un estudio concreto sobre la determinación del interés público, un análisis científico detallado y específico de ese proyecto para llegar a la conclusión de que concurrían las condiciones de una excepción a la prohibición de deterioro, pues no es suficiente una mera declaración en abstracto, no resultando adecuada la mera declaración de interés general para cumplir las previsiones del art. 4, apartado 7 de la reseñada Directiva”. 

De la misma forma, considera que no se cumple con el apartado 5 del art. 46 del Texto Refundido de la Ley de aguas, respecto a las exigencias requeridas con carácter previo a la declaración del interés general de una obra hidráulica, pues “no consta, la existencia, con carácter previo a la declaración de interés general del mencionado informe de viabilidad económica, técnica, social y ambiental, y un estudio específico de la recuperación de costes, así como las revisiones correspondientes”. 

Por todo ello, la Audiencia Nacional estima los recursos y anula la DIA así como el Anteproyecto recurridos, sin hacer imposición de costas. 
4. Tribunales superiores de justicia: 
1. Especies amenazadas.
- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 3 de abril de 2017 (recurso 505-2015). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo interpuesto por la Asociación “Lobo Marley Ciudadanos por el Lobo y el Medio Rural”, contra el Decreto 23/2015, de 25 de marzo de la Consejería de Agroganadería y Recursos Naturales del Principado de Asturias, que aprobaba el II Plan de Gestión del Lobo del Principado de Asturias. 

Se alegaba omisión de diversos trámites procedimentales, entre ellos, de evaluación ambiental estratégica, pero el TSJ acredita que estos trámites se dieron (FJ 2º), que la evaluación ambiental estratégica no era necesaria al asociarse legalmente “a proyectos en las materias relacionadas con la explotación de recursos naturales, ocupación de dominio público, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso del suelo, supuestos que difieren del presente por las consideraciones que se hacen en el fundamento anterior, y porque el plan no necesita su desarrollo a través de proyectos” (FJ 5º).
Por otro lado, se alegaba incumplimiento por parte del Plan recurrido del Convenio de Berna relativo a la conservación de la vida silvestre y del medio natural en Europa, así como de la Directiva 92/43/CEE de Hábitats, al no constar informe alguno que garantice que la población del lobo se encuentre fuera de peligro o que las medidas de conservación no vayan en detrimento de la población de lobos. 

El TSJ señala que los controles de la especie son muy limitados y excepcionales y no tienen carácter cinegético, además de ser necesarios, por lo que no considera que dañen la población del lobo, y concluye que el Plan responde a la exigencia de conciliación eficaz de la protección de la especie con los intereses de los ganaderos, citando un Informe patrocinado por la Comisión Europea (Life and Human Coexistence with Large Carnivores, 2013) en la que se atestigua el crecimiento de la población del lobo al norte del río Duero desde los años sesenta del siglo pasado hasta la población actual de entre 2.200 y 2.500 ejemplares. 

Por todo ello, falla desestimar el recurso y confirmar la legalidad del II Plan de Gestión del Lobo del Principado de Asturias, sin imponer costas. 
2. Ruido.
- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 3ª), de 5 de abril de 2017 (recurso 430-2013). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso contencioso-administrativo contra la Ordenanza reguladora de la Tasa por prestación de servicios para la protección de la contaminación acústica en el municipio de Elche, de 21 de diciembre de 2012. 

En concreto, se cuestiona el art. 3.1a) de la Ordenanza, que regulaba una tasa por la prestación de servicios de inspección y verificación de contaminación acústica, con independencia del resultado de la inspección. El particular alegaba que dicha tasa era una traba para obtener la prueba de la contaminación acústica, actuando como sanción para el receptor acústico cuando el resultado de las mediciones son negativas y, por tanto, contradiciendo el principio de interdicción de la arbitrariedad. Además, tal tasa iría en contra del principio “quien contamina paga” y del de acción preventiva, así como contra el espíritu de la Ley 37/2003 del ruido. 

El TSJ considera que las denuncias se enmarcan en el principio de acción preventiva (art. 191.2 TFUE), y que su correcto funcionamiento exige una investigación eficaz, lo cual incluye incentivar las denuncias de los ciudadanos, cosa que el artículo cuestionado no hace. Además, con arreglo al principio quien contamina paga (art. 191.2 TFUE), los costes deberían ser asumidos por los titulares de las actividades efectivamente contaminantes, y no por los denunciantes de la contaminación. Finalmente, también considera vulnerado el principio de proporcionalidad, que debe presidir la prevención del medio ambiente (FJ 3º). 

Por estas razones, y basándose en estos tres principios generales del derecho, estima el recurso y anula el precepto cuestionado, imponiendo las costas a la parte demandada. 

3. Actividades clasificadas.
- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Burgos) (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 28 de abril de 2017 (recurso 11-2017). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación interpuesto contra la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-administrativo de Segovia de 9 de diciembre de 2016, por la que se desestimaba un anterior recurso contra la resolución de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Navas de Oro de 26 de febrero de 2016, que acordó el cese definitivo de una explotación porcina al carecer ésta de licencia de apertura, de actividad y ambiental. 

La recurrente considera que la actividad cuenta con todos los permisos, por cuanto la licencia del año 1963 fue otorgada conforme al RAMINP y sucesivamente fue obteniendo las correspondientes licencias en 1988 para la construcción de un colgadizo con tejado de uralita y otra en 1993 para la actividad de cebadero, las cuales, dice, equivalen a licencia de actividad y de apertura conforme a la disposición adicional 2ª de la Ley 11/2003, de Prevención Ambiental de Castilla y León (FJ 1º). El Ayuntamiento considera que estas son meras licencias municipales de obras, y que no equivalen a las de actividad y apertura (FJ 2º). 

El TSJ examina si la licencia municipal otorgada en 1963 cumplía con los requisitos necesarios para tener la naturaleza, contenido y alcance de una verdadera licencia de instalación de una actividad calificada como molesta, insalubre y nociva en los términos exigidos por el RAMINP. Concluye que  no es así, pues no se cumplieron los trámites exigidos y, entre otras cosas, no se aportó proyecto ni memoria, por lo que no era aplicable la disposición adicional 2ª de la Ley de Prevención Ambiental sobre la equiparación de licencias (FJ 6º). 

Además, respecto al funcionamiento desde 1963 de esta instalación sin intervención del Ayuntamiento, señala el TSJ que “ni el transcurso del tiempo, ni el pago de tributos, tasas o impuestos, ni la tolerancia municipal, implican acto tácito de otorgamiento de licencia, conceptuándose la actividad ejercida sin licencia como clandestina e irregular que no legitima el transcurso del tiempo, pudiéndose acordar la paralización o cese de tal actividad por la autoridad municipal en cualquier momento”. 

Por todo ello, desestima el recurso confirmando la sentencia recurrida e imponiendo las costas a la parte apelada. 

4. Informes ambientales.
- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 1ª), de 10 de mayo de 2017 (recurso 75-2015). 
En esta Sentencia se resuelve un recurso de apelación frente a la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 1 de Huesca, por la que se desestimaba un anterior recurso frente a la desestimación de alzada contra la Resolución de 13 de noviembre de 2013, por la que se contestaba a la Diputación Provincial de Huesca en relación a la validez de determinados informes ambientales del INAGA emitidos en relación a la obra “traída de agua Fuente del Pino y construcción de depósito de agua más separata fase 2ª en el término municipal de Yésero”. 

Los informes del INAGA, de 2009 y 2011, fueron desfavorables a la obra por detectar la presencia en la zona de la especie rana pyrenaica y determinar la imposibilidad de introducir medidas correctoras proectoras. La Diputación Provincial de Huesca (en adelante DPH) recurrió sendos informes al considerarlos actos de trámite cualificados, pues tienen efectos vinculantes. Sin embargo, la Sentencia de instancia desestimó considerando que los informes son actos inimpugnables y pese a ser vinculantes, no tienen la condición de actos de trámite cualificados. Por tanto, debía esperarse a recurrir la autorización final de la Confederación Hidrográfica. 

El TSJ confirma que los informes medioambientales, como actos de trámite, no son susceptibles de impugnación autónoma, por lo que el recurso de reposición resulta inadmisible conforme al art. 107.1 LJCA. Cita al respecto la asentada jurisprudencia del TS sobre informes medioambientales en el marco de la Evaluación de Impacto Ambiental, (STS de 7 de octubre de 2011) y la aplica analógicamente a este caso. También destaca que la autorización de la Confederación Hidrográfica ya se ha producido y ya ha sido recurrida por los mismos actores. Por ello, desestima el recurso de apelación, confirmando la Sentencia recurrida y haciendo imposición de costas a los apelantes por cuantía de 1.500 €. 
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